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Introducción

La seguridad del Estado no debe limitarse a considerar que a mayor armamento se devenira en una considerable cobertura y ambiente de seguridad en la sociedad.La sociedad política debe mantener la capacidad de activar sus recursos disuasivos y represivos en la medidad de sus necesidades y demandas en la aplicación de la política de seguridad ciudadana y defensa nacional. Esta política debe propiciar las vias alternativas que posibiliten la política del desarrollo.

El paradigma actual en El Salvador se presenta en un mapa de armamentismo creciente, entre otras causas; por la operatividad de cinco componentes armados activos,a saber; Las fuerzas armadas, La policia nacional civil, Las agencias de seguridad privadas, el crimen organizado y la delincuencia común. 

En este marco de operaciones se debe considerar las limitantes institucionales, que se le impones a las fuerzas armadas y a la policia nacional civil, para cumplir con la Defensa Nacional y la Seguridad ciudadana, instituciones establecidad legal y juridicamente por la constitución de la República. Concluimos que se deben armonizar la política de seguridad y defensa en un único componente de la seguridad para el desarrollo del Estado Salvadoreño. Minimizando a los componentes armados que operan fuera del marco constitucional.

I.
Antecedentes historicos 
En el pasado inmediato hasta –Enero de 1992-, el Estado Salvadoreño tenia varios instrumentos para disuadir o reprimir la desobediencia civil  política y militar de los diversos componentes armados que operaban en el País. 

Los acuerdos de Paz firmados en México entre el Gobierno de El Salvador y  el Frente Farabundo Martí de liberación nacional, redujeron la tenencia y portación de armas de fuego a niveles sustanciales y significativos según la oficina de la Naciones Unidas (UNASAL) en El Salvador, principalmente a la insurgencia y a grupos afínes al FMLN.

A quienes los acuerdos no pudieron contabilizar fueron a los grupos paramilitares, materialmente imposible determinar la cantida y calidad del equipo y los materiales bélicos que les quedo oculto a la comunidad nacional e internacional, para su verificación y control.

La dinámica del conflicto mantuvo su constante, muy al margen de los mismos acuerdos de paz; un número considerable de armas quedo a la población civil, sin el registro oficial de la tenencia y portación.

La disolución de los cuerpos militares de seguridad pública, produjo un natural vacio en la política de seguridad en El Salvador, situación propicia para el crimen organizado y la delincuencia común para apropiarse de materiales bélicos de mayor capacidad de fuego y mayor rango de operaciones.

El sector privado enfilo una nueva generación de empleo de personal armado para conformar las agencias de seguridad privadas, dado el momento de inseguridad postbélica, dichas agencias proliferarón a un ritmo acelerado y sostenido; con el agravante del marco juridico constitucional ajustado a las decisiones políticas que no lograron dimencionar adecuadamente los limites de operaciones de estas agencias.

La seguridad de personas y en sus bienes se convirtio en una actividad comercial en la figura de las agencias de seguridad privadas, este componente armado civil elevó su membrecia y la cantidad y calidad de su armamento.

El crimen organizado y la delincuencia común, aumentarón sus actividades delincuenciales en forma alarmente, por la capacidad de fuego y el despliegue de material bélico de tipo y uso militar.

II.
Planteamiento del problema 
  

En El Salvador la problematica de la seguridad acusa un alto grado de conflictividad; lo que los expertos han denominado la etapa de transición de la guerra civil ha la sustituición por la guerra social.

El fenomeno denominado el “preceso democrático”, se enfrenta a la realidad que desmiente la afirmación que sostienen los personeros del gobierno y algunos sectores comerciales, que impulzan el armamentismo de la sociedad civil; por medio de la venta libre de armamento de uso militar(rifles de asalto), a quienes tienen el poder de “compra” de este meterial bélico. Y la aprobación de la ley de armas con grandes vacios para la regulación y verificación efectiva.   

Verdaderos ejércitos siguen enfrentandos. La empresa privada posee en defensa de su patrimonio a más de veinte mil hombres armados en operaciones de seguridad permanente en personas y bienes; tanto privados como públicos. La Policia Nacional Civil reporta que existen en el País, un estimado de 21 mil jovenes bien armados, organizados en “maras” y grupos de servicio al crimen organizado. La PNC tiene un número estimado en 18 mil agentes en el territorio nacional. Las Fuerzas Armadas estan rotando y enlistando a contingentes de la población civil, que les permita seguir operando y matener una fuerza efectiva de 16 mil efectivos y admistrativos oficialmente declarados.

El fenómeno muestra el enfrentamiento diario de “ejercitos informales” no centralizados, contra “ejercitos centralizados”. La capacidad de operar de tales componentes armados, tienen caracteristicas geográficas definidas en zonas de influencia rurales y urbanas de los respectivos ejércitos formales e informales. Ciertas zonas son a guiza de ejemplo; Sonsonate, las vertientes del Cerro Verde y el Volcan de Santa Ana, zonas semejantes en la región central y oriental del país estan bajo la influencia de grupos armados. En muchas de ellas se “cobra impuesto de guerra”. En ciertos barrios del gran San Salvador y zonas metropolitanas, las grandes distribuidoras no pueden entregar sus productos sin pagar “peaje”. Una manifestación patética de la situación la evidencia, ver las casas y negocios amurallados y con una fuerta presencia de personal armado con armas largas y escopetas, las ciudadades muestran una nueva modalidad de “ghettos recidenciales”, la inseguridad se manifiesta en el incremento de asaltos, secuestros, y la desmenida portación de armas por los ciudadanos, séan hombres o mujeres.

Confirma el estado precario de la seguridad de las personas con el desencanto de la ciudadania, hacia a las instituciones encargadas del mantenimiento de la paz y el orden público las,según encuestas de opinión. 

III. Los limites constitucionales y el armamentismo

Los acuerdos de paz reformaron la funciones de la instituciones encargadas de la seguridad y la defensa nacional, en algunos casos fué la eliminación concreta de los cuerpos militares de seguridad pública y la creación de la Policia Nacional Civil. Se adecuarón los mecanismos de la seguridad acorde a los nuevos tiempos; se acordo políticamente en la Asamblea Legislativa crear el espacio político adecuado a la insurgencia político-militar del  FMLN para constituirse en partido político y deponer las armas para consolidar el proceso de paz.

Otras reformas presionarón al aparato judicial y a la fiscalia general de la República en materia de procedimientos judiciales y operaciones de aplicación de metodos científicos para el combate del crimen.

Surge la Procuraduria de los Derechos Humanos para custodia de los derechos de los ciudadanos, y vigilancia de los procedimientos de las instituciones del Estado para proponer las medidas judiciales y administrativas que posibilten la defensa de los derechos ciudadanos.

 
Las fuerzas Armadas se someten a la dinámica política de la lucha partidaria en la Asamblea, la negociación del presupuesto de la institución requiere de una negoción cuasi permenente, entre las fraciones políticas que incluyen a miembros del ejercito en situación de retiro, quienes  son ahora diputados en los partidos representados en en el Congreso. En algunos momentos los antiguos rivales durante la guerra civil, han votado juntos para ajustar y aumentar el presupuesto de las fuerzas armadas; hecho notable en el ejercicio democrático de las negociones necesarias para la aprobación del presupuesto nacional.

En el área donde las reformas tienen un enconado contrasentido es en el mismo seno del Organo Judicial, las reformas constitucionales no lograrón ampliar la vía de la elección de los magistrados; una cuota de poder en la Asamblea determina en último caso la conformación de la Corte Suprema de Justicia, manteniendo el anacronismo de mantener la admistración del organo judicial a los manejos del presidente y los   magistrados, con la subordinación y el mantenimiento de un estamento militar armado a las ordenes de los magistrados, un ejercito civil armado sin control de las fuerzas armadas. 

 
La promulgación de leyes consideradas inconsultas en materia de armamento y colaterales, propicia la constante inseguridad ciudadana, con el agravante de la inmigración forzada y voluntaria de las fuerzas laborales mayormente calificadas; que no dislumbran que la Asamblea Legislativa pueda cualificar sus metodos y productos legislativos. 

IV.
El paradigma entre a mayor armamento menos seguridad en la sociedad salvadoreña

La realidad cotidiana en sus diversas expresiones, indica de manera inequívoca  que el tema de la segurida del Estado “no” es competencia única de las instituciones encargadas de la seguridad ciudadana.

La política de seguridad pública y la política de la defensa nacional deben ser complementarias en sus fines y objetivos para normar la política institucional de las fuerzas de policia y las fuerzas armadas; en un todo que operativamente trabajen en operaciones de mayor envergadura; mas allá; de las operaciones de taresas conjuntas en vigilancia de cultivos y seguridad de patrimonios privados.

La fuerzas armadas y la Policia Nacional Civil, deben ser más propositivas en meteria de legislación de sus competencias y obligaciones constitucionales; buscando en sus filas elementos competentes que juntamente con profesionales civiles expertos en materia de seguridad, logren  configuren el teatro de operaciones optimas que posibilite nutralizar a los componentes armados ilegales, para desvirtuar el paradigma del “creciento armamentismo y la ampliada inseguridad ciudadana”. El armamentismo contribuye a la  creciente demanda de material bélico, tanto para uso interno como el trasiego y tráfico ilegal de armas, principalmente en la subregión centroamericana.

Los efectos postbélicos en términos de la cantidad y calidad de las armas circulando en las sociedades modernas, deben ser sometidos a las diferentes regulaciones constitucionales, propias de los Estados democráticos que rompen con los pasados conflictos armados y desobediencia civil armada, no se deben postergar las medidas emergentes de control y ejercicio de la fuerza por parte del Estado; se equivocan meridianamente quienes propunan por la vía del armamentismo indiscriminado; sí bien es bueno para los negocios de venta de armas, son factor negativo en asuntos de seguridad ciudadana. Todo componente armada fuera de control del Estado, devenirá en grupos al margen de las leyes de la República, en cualquier sociedad que busca consolidar la paz sin armas.

El enfoque integral en el abordaje de la política de seguridad ciudadana y defensa nacional debe agotar el paradigma del “mayor armentismo menos seguridad nacional”. Se podrán delegar funciones de seguridad a otros componentes armados, siempre que las responsabilidades esten en control del Estado Nacional.

V.
Conclusiones y recomendaciones

La Libertad de compra de armamento casi indiscriminadamente a la que tiene acceso la población civil, es un detonante diario del sindrome de violencia que caracteriza a la sociedad salvadoreña, el inadecuado tratamiento de la convivencia democrática que reina en el Parlamento Legislativo no avisora mejora en la formulación de leyes consultadas con la población; más alla de la mera negociación partidista.

Los diputados estan alejados de los intereses de la mayoria de la población, sus actos tienen una lectura conveniente a grupos de interes y conveniencia particular.

La violencia en la sociedad salvadoreña debe ser tratada en forma científica, con el recurso de especialista que permitan pautar el trabajo de los diputados; quienes en última instancia promulgarán leyes con amplio respaldo y soporte técnico adecuado al tratamiento del sindrome de violencia y armamentismo de la sociedad salvadoreña.

Aún que paresca imposible de resolver el fenómeno de la violencia su tratamiento y busqueda de solución no puede ser postergada, las instituciones del Estado encargados de la seguridad y de los mecanismos disausivos y represivos, el poder judicial y la asamblea legislativa, deben lograr un pacto de operatividad institucional, en una única  estratégia de seguridad ciudadana  y defensa nacional, falta una convocatoria del gobierno, para que todos deban deponer la tendencia mediática de ser reactivos ante la espiral de violencia en sus distintas manifestaciones modalidades e intencidad.

Se debe convocar a un foro nacional para el tratamiento de la violencia y el compromiso de la sociedad política con la sociedad civil, para minimizar hasta donde séa posible los componentes armados ilegales independientes de sus motivaciones y estructuras.

El Estado es en definitiva el que debe tener el recurso de la fuerza y expresarse en las instituciones de seguridad establecidas constitucionalmente para el tratamiento de la violencia.

Las conclusiones de este Foro Nacional sobre la violencia deben recojer las iniciativas que impulsen la busqueda de políticas del desarrollo humano, como contraparte de la violencia. Las instituciones deben informar ampliamente a la población salvadoreña sobre el debate, para que la misma ciudadania respalde todas aquellas iniciativas que neutralicen la violencia y se pueda reformular el pacto nacional de lograr la paz permamente con la participación de todos los sectores y gremios de la sociedad civil y sociedad política. 
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